
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 241/2022 
 

ACTOR: MUNICIPIO DE MONTERREY, NUEVO 
LEÓN 
 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 
 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

 
En la Ciudad de México, a nueve de diciembre de dos mil veintidós, se da cuenta al 
Ministro Luis María Aguilar Morales, instructor en el presente asunto, con el 
expediente de la controversia constitucional al rubro indicada, promovida por Luis Donaldo 
Colosio Riojas y Francisco Donaciano Bahena Sampogna, quienes se ostentan como 
Presidente y Síndico segundo, respectivamente, del Municipio de Monterrey, Estado de 
Nuevo León, presentada el diecisiete de noviembre del año en curso mediante buzón 
judicial, registrada el mismo día en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia 
de este Alto Tribunal y turnada conforme al auto de radicación de veinticinco de noviembre 
de este año. Conste. 

 
 
Ciudad de México, a nueve de diciembre de dos mil veintidós. 
 
Vistos el escrito de demanda y los anexos de Luis Donaldo Colosio Riojas y 

Francisco Donaciano Bahena Sampogna, quienes se ostentan como Presidente y 
Síndico segundo, respectivamente, del Municipio de Monterrey, Estado de Nuevo 
León, se acuerda lo siguiente. 

 
La controversia constitucional es promovida en contra del Poder Legislativo y 

de la Secretaría General del Poder Ejecutivo de la referida entidad, impugnando lo 
siguiente. 

 
“IV. La norma general o acto cuya invalidez se demande, así como, en su 
caso, el medio oficial en que se hubiera publicado: El decreto 248, por el 
que se reforma integralmente la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Nuevo León, publicado en el Periódico Oficial del Estado de 
Nuevo León el 1 de octubre de 2022.”. 

 
Al respecto, se tienen por presentados a los promoventes con la 

personalidad que ostentan1, designando delegados y señalando domicilio para 
oír y recibir notificaciones en esta ciudad; esto, con fundamento en los artículos 11, 
párrafos primero y segundo2, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 
3053 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, en 
términos del artículo 14, de la citada Ley Reglamentaria. 

 
1 De conformidad con las documentales que al efecto exhiben y en términos del artículo 34, de la Ley de Gobierno 
Municipal del Estado de Nuevo León, que establece: 
Artículo 34 de la Ley de Gobierno Municipal del Estado de Nuevo León. Para el ejercicio de la personalidad jurídica 
del Municipio, se atenderá a los siguientes supuestos: 
I. Representación del Ayuntamiento: Será ejercida de manera mancomunada por el Presidente Municipal y el Síndico o 
Síndico Segundo según corresponda; y podrá delegarse esta representación en favor de cualquier integrante del 
Ayuntamiento, en cuyo caso, se requiere acuerdo del propio Ayuntamiento; […] 
2 Artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. […] 
En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista en el párrafo 
anterior; sin embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, concurran a las 
audiencias y en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos previstos en esta ley. 
[…]. 
3 Artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera 
diligencia judicial en que intervengan, deben designar casa ubicada en la población en que tenga su sede el tribunal, 
para que se les hagan las notificaciones que deban ser personales. Igualmente deben señalar la casa en que ha de 
hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan, o a las que les interese que se 
notifique, por la intervención que deban tener en el asunto. No es necesario señalar el domicilio de los funcionarios 
públicos. Estos siempre serán notificados en su residencia oficial. 
4 Artículo 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las 
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No obstante, se arriba a la conclusión de que procede desechar la 

controversia constitucional, conforme a las consideraciones que se desarrollan 
a continuación. 
 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 255 de la Ley Reglamentaria de 
la Materia, el Ministro instructor en una controversia constitucional puede 
válidamente desecharla de plano si advierte la existencia de una causa manifiesta 
e indudable de improcedencia. 

 
Al respecto, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha sostenido que por manifiesto debe entenderse todo aquello que se advierte en 
forma patente y absolutamente clara de la simple lectura de la demanda, los 
escritos aclaratorios o de ampliación y, en su caso, de los documentos que se 
anexen a dichas promociones; en tanto que lo indudable se configura cuando se 
tiene la certeza y plena convicción de que la causa de improcedencia efectivamente 
se actualiza en el caso, de manera tal que la admisión de la demanda y la 
substanciación del procedimiento no darían lugar a la obtención de una convicción 
diversa6. 

 
En este sentido, es posible advertir que, en la especie, se actualiza la causa 

de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción IX7, de la Ley Reglamentaria 
de la Materia, en relación con el artículo 105, fracción I, inciso i)8,de la Constitución 
General9, dado que el actor carece de interés legítimo, con motivo de que no 
existe un principio de agravio en relación con el ámbito competencial que 
constitucionalmente tiene asignado.10 

 

 
disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren 
las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición 
expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
5 Artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano. 
6 CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA’ PARA EL EFECTO DEL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el Ministro instructor podrá desechar de plano la demanda de controversia constitucional si 
encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia. En este contexto, por "manifiesto" debe entenderse lo que 
se advierte en forma patente y absolutamente clara de la lectura de la demanda, de los escritos aclaratorios o de 
ampliación, en su caso, y de los documentos que se anexen a tales promociones; mientras que lo "indudable" resulta 
de que se tenga la certeza y plena convicción de que la causa de improcedencia de que se trate efectivamente se 
actualiza en el caso concreto, de tal modo que aun cuando se admitiera la demanda y se sustanciara el procedimiento, 
no sería factible obtener una convicción diversa. (Tesis P./J. 128/2001. Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, página ochocientas tres, registro 
188643.) 
7 Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las controversias constitucionales son improcedentes: [...] 
IX. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta Ley. 
8 Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten 
entre: […] 
i). Un Estado y uno de sus Municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; […]. 
9 Al respecto, resulta pertinente precisar, por principio de cuentas, que la improcedencia de una controversia 
constitucional puede derivar de alguna disposición de la Ley Reglamentaria de la Materia, lo cual permite considerar no 
sólo los supuestos que de manera específica prevé su artículo 19, sino también los que puedan derivar del conjunto de 
normas que la integran y de las bases constitucionales que la rigen; siendo aplicable a este respecto la tesis de rubro: 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19, 
FRACCIÓN VIII, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, ÚNICAMENTE DEBE RESULTAR DE ALGUNA 
DISPOSICIÓN DE LA PROPIA LEY Y, EN TODO CASO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. (Tesis P./J. 32/2008. Jurisprudencia. Pleno. Novena Época. Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXVII. Correspondiente al mes de junio de dos mil ocho. Página novecientas cincuenta 
y cinco. Número de registro 169528.) 
10 CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LAS VIOLACIONES SUSCEPTIBLES DE ANALIZARSE EN EL FONDO 
SON LAS RELACIONADAS CON EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES O CON LA CLÁUSULA FEDERAL, 
SOBRE LA BASE DE UN CONCEPTO DE AFECTACIÓN AMPLIO. (Tesis P./J. 42/2015 (10a.), Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo I, página 33, Registro digital 2010668). 
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En el caso, de la lectura de la demanda y anexos es posible 
advertir que el Municipio actor pretende promover controversia 
constitucional en contra de las supuestas omisiones legislativas 
del decreto 248, publicado en el Periódico Oficial de la citada 
entidad el uno de octubre del año en curso, en virtud de que, en 
opinión de la parte actora dichas reformas de la constitución local 
no garantizan los principios de igualdad y paridad de género en la 

designación de los titulares del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de 
Justicia Administrativa, de la Fiscalía General, de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos, así como de los Órganos internos de control de los Órganos 
Constitucionales Autónomos. 
 
De esta forma, el actor se duele, específicamente de la reforma de las siguientes 
disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo 
León: 
 

(REFORMADO, P.O. 1 DE OCTUBRE DE 2022) 
Artículo 137.- Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia serán 
designados de la siguiente manera: 
Dentro de los diez días posteriores a la ausencia definitiva de un Magistrado 
del Tribunal Superior de Justicia o ciento cincuenta días previos a que finalice 
el periodo de su encargo, el Consejo de la Judicatura emitirá una convocatoria 
pública por un plazo de quince días y contará con treinta días después de 
concluido dicho plazo para evaluar a los participantes en el que se deberá 
desahogar una comparecencia y remitir al Congreso del Estado una terna 
electa por mayoría para cada magistratura vacante. 
El Congreso del Estado deberá citar a las tres personas candidatas a ocupar la 
Magistratura a una comparecencia, la cual se desarrollará ante la Comisión 
correspondiente en los términos que fije el propio Congreso. 
El Congreso del Estado, dentro de los treinta días naturales siguientes, deberá 
hacer la designación, de entre quienes conforman la terna, del candidato que 
ocupará la vacante al cargo de Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, 
mediante el voto aprobatorio secreto de, al menos, las dos terceras partes de 
los integrantes de la Legislatura. De no alcanzarse dicha votación, se procederá 
a una segunda votación entre los dos integrantes de la terna que hayan 
obtenido más votos. En caso de empate entre quienes no obtuvieron el mayor 
número de votos, habrá una votación para definir por mayoría quién, entre 
dichos candidatos, participará en la segunda votación. Si persiste el empate, se 
resolverá por insaculación entre ellos. 
Si en la segunda votación ninguno de los dos candidatos obtiene el voto de las 
dos terceras partes de los integrantes de la legislatura, se procederá a la 
insaculación de entre estos últimos dos. 
Cada Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, al entrar a ejercer su 
encargo, rendirá la Protesta de Ley ante el Congreso. Los jueces rendirán la 
Protesta de Ley ante el Pleno del Consejo de la Judicatura. 
Las designaciones de los jueces de Primera Instancia serán por un período 
inicial de cinco años, al término del cual podrán ser confirmados y declarados 
inamovibles. El Consejo de la Judicatura resolverá sobre la confirmación o 
remoción, con anticipación de sesenta días naturales a la fecha en que expire 
el plazo de ejercicio del juez que corresponda, considerando los informes que 
se tengan respecto al desempeño de su labor y la opinión del Tribunal Superior 
de Justicia. Los jueces que no sean de primera instancia quedarán sujetas a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 
 
REFORMADO, P.O. 1 DE OCTUBRE DE 2022) 
Artículo 152.- El Ejecutivo del Estado propondrá a los Magistrados del Tribunal, 
para su designación por el Congreso del Estado, ante quien rendirán la Protesta 
de Ley; con excepción del Magistrado de la Sala Especializada en Materia de 
Responsabilidad Administrativa, quién será designado por el Pleno del 
Congreso del Estado, en los términos que señala esta Constitución y la ley. 
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(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], P.O. 1 DE OCTUBRE DE 2022) 
Artículo 159.- El Fiscal General de Justicia del Estado será nombrado por el 
término de seis años y será designado y removido conforme a lo siguiente 
I. Dentro de los diez días posteriores a la ausencia definitiva o aceptación de la 
renuncia del Fiscal General o noventa días previos a que finalice su término, el 
Congreso del Estado emitirá una convocatoria por un plazo de quince días y 
contará con treinta días después de concluido dicho plazo para integrar una 
lista de cuatro candidatos al cargo de entre la lista de candidatos remitida por 
el Comité de Selección del Sistema Estatal Anticorrupción, en caso de ser más 
de cuatro. Para elegir a los cuatro candidatos, cada legislador votará por cuatro 
opciones de la lista de candidatos remitida y los cuatro candidatos con la 
votación más alta integrarán la lista. 
La ley preverá la participación de los integrantes del Comité de Selección del 
Sistema Estatal Anticorrupción a que hace referencia la fracción III del artículo 
201 de esta Constitución en la elaboración de la convocatoria, diseño de los 
mecanismos de evaluación y análisis de perfiles. El Comité de Selección del 
Sistema, posterior al análisis de los perfiles, definirá de manera fundada y 
motivada quiénes integran la lista de los candidatos que cumplan con los 
requisitos constitucionales y legales para ocupar dicho cargo y remitirá dicha 
lista al Pleno del Congreso. 
II. Recibida la lista a que se refiere la fracción anterior y dentro de los cinco días 
siguientes, el Gobernador seleccionará de ella la terna definitiva y la enviará 
para la consideración del Congreso del Estado. 
III. El Congreso del Estado, con base en la terna definitiva enviada por el 
Gobernador y previa comparecencia, designará al Fiscal General mediante el 
voto de las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura. De no 
alcanzarse dicha votación, se procederá a una segunda votación entre los dos 
integrantes de la terna que hayan obtenido más votos. En caso de empate entre 
quienes no obtuvieron el mayor número de votos, habrá una votación para 
definir por mayoría quien entre dichos candidatos participará en la segunda 
votación. Si persiste el empate, se resolverá por insaculación entre ellos. 
Si en la segunda votación, ninguno de los dos obtiene el voto de las dos 
terceras partes de los integrantes de la Legislatura, se procederá a la 
insaculación de entre estos últimos dos. 
En caso de que el Gobernador no envíe la terna a que se refiere la fracción 
anterior, el Congreso del Estado tendrá diez días para designar al Fiscal 
General de entre los cuatro candidatos de la lista que señala la fracción I de 
este artículo. 
IV. El Fiscal General podrá ser removido por el voto de las dos terceras partes 
de los integrantes del Congreso o en virtud de previa solicitud del Gobernador, 
por las causas que establezca la ley, la cual deberá ser resuelta dentro del 
término de diez días; si el Congreso del Estado no resuelve en dicho plazo, se 
tendrá por rechazada la solicitud de remoción. 
V. En los recesos del Congreso del Estado, la Comisión Permanente lo 
convocará de inmediato a sesiones extraordinarias para conocer de la 
designación u objeción a la remoción del Fiscal General. 
VI. Las ausencias del Fiscal General serán suplidas en los términos que 
determine la Ley. 
La imputación de los delitos del orden común cuando el acusado sea uno de 
los servidores públicos a que hace referencia el artículo 204 de esta 
Constitución será realizada de forma exclusiva e indelegable por el Fiscal 
General de Justicia o el Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción, 
según corresponda. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], P.O. 1 DE OCTUBRE DE 2022) 
Artículo 157.- Corresponde al Congreso del Estado designar, por el voto de las 
dos terceras partes de sus integrantes, a los titulares de los órganos internos 
de control de los órganos constitucionalmente autónomos reconocidos en esta 
Constitución que ejerzan recursos de la Ley de Egresos del Estado. 
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La designación se hará de la propuesta que los órganos 
constitucionalmente autónomos presenten al Congreso del Estado 
de conformidad al siguiente procedimiento: 
I) Las personas titulares de los órganos internos de control antes 
señalados serán propuestas al Congreso del Estado. La 
aprobación se hará, previa comparecencia de la persona 
propuesta, por el voto secreto de cuando menos las dos terceras 
partes de los integrantes del Congreso del Estado, dentro de los 

cinco días hábiles siguientes a la fecha de la comparecencia. 
Si el Congreso del Estado no se encontrase reunido, la Diputación Permanente 
convocará de inmediato a un Período Extraordinario de Sesiones. 
II) En caso de que, transcurrido el plazo de cinco días hábiles, el Congreso del 
Estado rechace a la persona propuesta para ocupar el cargo, se abstenga de 
resolver o no se alcance la votación de cuando menos las dos terceras partes 
de sus integrantes, el órgano proponente, en un plazo de diez días hábiles, 
propondrá a otra persona y la aprobación se efectuará en los términos de los 
párrafos anteriores. 
III) Si presentada la segunda propuesta, el Congreso del Estado la rechaza o 
no reúne la votación requerida dentro de los plazos señalados, en ese mismo 
acto, la aprobación se llevará a cabo mediante el voto secreto de cuando menos 
la mayoría de los diputados asistentes a la sesión. De no reunirse esta votación 
o si el Congreso del Estado se abstiene de resolver dentro de los plazos 
señalados, el órgano proponente, dentro de los diez días hábiles posteriores a 
la celebración de la sesión, realizará la designación, la cual no podrá recaer en 
ninguna de las personas que en ese mismo procedimiento ya hubieran sido 
propuestas al Congreso del Estado para ocupar dicho cargo. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], P.O. 1 DE OCTUBRE DE 2022) 
Artículo 161.- […] 
El Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos durará en su 
encargo cuatro años, prorrogables por otro periodo igual. Quien ocupe este 
puesto deberá reunir los mismos requisitos para ser Magistrado del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado. 
La elección de Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos la 
realizará el Congreso del Estado por medio de una consulta pública 
transparente en los términos y condiciones que determine la ley y será elegida 
por las dos terceras partes del Congreso del Estado, previa comparecencia. 

 
Asimismo, también señala la transgresión de los artículos 1, 41 y cuarto 

transitorio de la Constitución General, en virtud de que, el primero reconoce el 
principio de igualdad y no discriminación, en tanto que, el segundo, el de paridad 
de género; mientras que el cuarto transitorio de la reforma constitucional de seis de 
junio de dos mil diecinueve, obliga al legislador estatal a instaurar en su ámbito de 
competencia, precisamente, la paridad de género. 

 
Por la trasgresión antes referida, la parte actora impugna las normas que 

señalan el procedimiento para la designación de Magistrados, de Jueces de 
Primera instancia, del Tribunal de Justicia Administrativa, del Fiscal General, de los 
titulares de los Órganos Internos de Control de los Órganos Autónomos y del titular 
de la Comisión de Derechos Humanos. 

 
De esta forma, el actor pretende que se estudien las reformas que se hicieron 

a la Constitución neoleonesa en relación con los procedimientos de designación 
para ocupar distintos cargos del Poder Judicial, así como de titulares de Órganos 
autónomos, lo cual no es susceptible de afectar de modo alguno, la esfera de 
competencia y atribuciones que la Constitución Federal otorga al Municipio 
promovente, en virtud de que dichas facultades son exclusivas de los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo locales e incluso del Consejo de la Judicatura. 
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Aunado a lo anterior, aunque el accionante señala la violación de los artículos 
de la normativa local, dichas transgresiones son insuficientes para considerar 
procedente la presente controversia constitucional, porque tales planteamientos no 
se refieren al análisis de la esfera competencial del Municipio actor en la Norma 
Fundamental, esto es, no se trata de una impugnación por violación directa a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
Luego, respecto a las violaciones a los derechos humanos que indica, 

también debe atenderse a la naturaleza de la controversia constitucional que, como 
se ha sostenido, se trata de un medio de control de orden jurisdiccional por el que 
se garantiza la restauración de la regularidad constitucional en los ámbitos 
competenciales de los órganos originarios del Estado. 

 
En ese tenor, para su procedencia es insuficiente que los promoventes afirmen 

de manera abstracta que el acto o la disposición general impugnados viola 
derechos fundamentales o que se invoque de manera aislada un precepto de la 
Ley Fundamental o de los instrumentos internacionales ratificados por el Estado 
Mexicano que prevea algún derecho fundamental, sino que es menester que esa 
violación que se aduzca cause una afectación concreta, presente, actual y 
vinculada a una atribución, facultad, prerrogativa o garantía institucional de rango 
constitucional en favor del actor. 
 

En ese sentido, se reitera, desde su concepción por el Poder Constituyente, 
dicha garantía jurisdiccional fue diseñada para que este Alto Tribunal definiera el 
ámbito de atribuciones que la Constitución Federal confiere a los órganos 
originarios del Estado, tal como fue señalado por el Tribunal Pleno en la tesis P. 
LXXII/98 de rubro "CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA TUTELA JURÍDICA 
DE ESTA ACCIÓN ES LA PROTECCIÓN DEL ÁMBITO DE ATRIBUCIONES QUE 
LA LEY SUPREMA PREVÉ PARA LOS ÓRGANOS ORIGINARIOS DEL 
ESTADO", lo que, con la última reforma, se extiende a la posibilidad de atacar 
violaciones a derechos humanos, condicionada al supuesto antes referido. 
 

Por tanto, no existirá un principio de afectación que otorgue interés legítimo al 
promovente cuando alegue exclusivamente violaciones diversas a las 
competenciales o a derechos humanos, (en los términos indicados) como serían 
las de estricta legalidad –salvo que el análisis de éstas, dada su íntima e indisoluble 
relación, sea necesario para definir el ámbito competencial constitucional de las 
partes en contienda o el alcance de un derecho fundamental previsto, incluso, en 
instrumentos internacionales–, como se desprende de la jurisprudencia P./J. 
42/2015 (10a.) del Tribunal Pleno de rubro: "CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. LAS VIOLACIONES SUSCEPTIBLES DE ANALIZARSE EN 
EL FONDO SON LAS RELACIONADAS CON EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE 
PODERES O CON LA CLÁUSULA FEDERAL, SOBRE LA BASE DE UN 
CONCEPTO DE AFECTACIÓN AMPLIO"11. 

 
11 Consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 25. Diciembre de dos mil 
quince. Tomo I. Página treinta y tres, que dice: 
"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LAS VIOLACIONES SUSCEPTIBLES DE ANALIZARSE EN EL FONDO SON 
LAS RELACIONADAS CON EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES O CON LA CLÁUSULA FEDERAL, SOBRE 
LA BASE DE UN CONCEPTO DE AFECTACIÓN AMPLIO. La controversia constitucional es un medio de regularidad 
disponible para los Poderes, órdenes jurídicos y órganos constitucionales autónomos, para combatir normas y actos por 
estimarlos inconstitucionales; sin embargo, atento a su teleología, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
interpretado que no toda violación constitucional puede analizarse en esta vía, sino sólo las relacionadas con los 
principios de división de poderes o con la cláusula federal, delimitando el universo de posibles conflictos a los que versen 
sobre la invasión, vulneración o simplemente afectación a las esferas competenciales trazadas desde el texto 
constitucional. Ahora bien, en la aplicación del criterio referido debe considerarse que, en diversos precedentes, este 
Alto Tribunal ha adoptado un entendimiento amplio del principio de afectación, y ha establecido que para acreditar esta 
última es necesario que con la emisión del acto o norma general impugnados exista cuando menos un principio de 
agravio en perjuicio del actor, el cual puede derivar no sólo de la invasión competencial, sino de la afectación a 
cualquier ámbito que incida en su esfera regulada directamente desde la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, como las garantías institucionales previstas en su favor, o bien, de otro tipo de prerrogativas como 
las relativas a cuestiones presupuestales; no obstante, a pesar de la amplia concepción del principio de afectación, debe 
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Por lo cual, resulta evidente que la emisión del decreto 248, 

en modo alguno, invade la esfera de competencia y las 
atribuciones que la Norma Federal otorga al Municipio 
promovente, esto, en virtud de que, el procedimiento de 
designación de los titulares que refiere en su demanda no afecta 
en modo alguno los derechos, las facultades, las funciones o los 

servicios que le corresponden al Municipio de Monterrey, Nuevo León, más bien, 
el actor alega un mero interés simple, similar al que cualquier miembro de la 
sociedad puede tener en que se cumpla el marco constitucional y legal 
correspondientes. 

 
Finalmente, no pasan inadvertidas las manifestaciones del actor a página 2 de 

su demanda, en cuanto a que impugna el decreto 248: “y su primer acto de 
aplicación”; no obstante, de la lectura integral de la demanda es evidente su 
intencionalidad de combatir únicamente las normas generales. 
 

En consecuencia, la presente demanda debe desecharse de plano, al ser 
manifiesto e indudable que no existe un principio de agravio en relación con el 
ámbito competencial constitucionalmente asignado al actor que genere interés 
legítimo para impugnar el decreto controvertido; lo que, en la especie, actualiza el 
supuesto de improcedencia previsto en el artículo 19, fracción IX, de la mencionada 
Ley Reglamentaria de la Materia, en relación con la fracción I, inciso i), del Artículo 
105 de la Constitución General. 

 
Por las razones expuestas, se: 
 

A C U E R D A 
 
Primero. Se desecha de plano, por notoriamente improcedente, la 

controversia constitucional promovida por el Municipio de Monterrey, Nuevo León. 
 
Segundo. Sin perjuicio de lo anterior, se tiene al promovente designando 

delegados y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad. 
 
Notifíquese y cúmplase; y, una vez que cause estado este auto, archívese 

el expediente como asunto concluido. 
 
Por la naturaleza y la importancia de este procedimiento constitucional, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 28212 del Código Federal, se habilitan 
los días y las horas que se requieran para llevar a cabo la notificación de este 
proveído. 
 

Finalmente, agréguese al expediente, para que surta efectos legales, la 
impresión de la evidencia criptográfica de este proveído, de conformidad con el 
artículo 913 del Acuerdo General Plenario 8/2020. 

 
precisarse que dicha amplitud siempre se ha entendido en el contexto de afectaciones a los ámbitos competenciales de 
los órganos primarios del Estado, lo que ha dado lugar a identificar como hipótesis de improcedencia de la 
controversia constitucional las relativas a cuando las partes aleguen exclusivamente violaciones: 1. A cláusulas 
sustantivas, diversas a las competenciales; y/o, 2. De estricta legalidad. En cualquiera de estos casos no es dable 
analizar la regularidad de las normas o actos impugnados, pero ambos supuestos de improcedencia deben considerarse 
hipótesis de estricta aplicación, pues en caso de que se encuentren entremezclados alegatos de violaciones asociados 
a las órbitas competenciales de las partes en contienda, por mínimo que sea el principio de afectación, el juicio debe 
ser procedente y ha de estudiarse en su integridad la cuestión efectivamente planteada, aunque ello implique 
conexamente el estudio de violaciones sustantivas a la Constitución o de estricta legalidad. 
12 Artículo 282 del Código Federal de Procedimientos Civiles. El tribunal puede habilitar los días y horas inhábiles, cuando hubiere 
causa urgente que lo exija, expresando cual sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse. 
13 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
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Notifíquese; por lista, y por oficio.  
 
Lo proveyó y firma el Ministro instructor Luis María Aguilar Morales, quien 

actúa con Carmina Cortés Rodríguez, Secretaria de la Sección de Trámite de 
Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad de la 
Subsecretaría General de Acuerdos de este Alto Tribunal, que da fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Esta hoja forma parte del proveído de nueve de diciembre de dos mil veintidós, dictado por el 
Ministro instructor Luis María Aguilar Morales, en la controversia constitucional 241/2022, 
promovida por el Municipio de Monterrey, Estado de Nuevo León. Conste. 
JOG/EAM 

 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
Artículo 9. Los acuerdos y las diversas resoluciones se podrán generar electrónicamente con FIREL del Ministro 
Presidente o del Ministro instructor, según corresponda, así como del secretario respectivo; sin menoscabo de que 
puedan firmarse de manera autógrafa y, una vez digitalizados, se integren al expediente respectivo con el uso de la 
FIREL. 
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